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de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Socie-
dades.

100 por 100, cuando procedan de las entida-
des a que se refiere el artículo 26.5 y 6 de la
Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto
sobre Sociedades, y de cooperativas protegidas y
especialmente protegidas, reguladas por la Ley
20/1990, de 19 de diciembre, sobre Régimen Fis-
cal de las Cooperativas, de la distribución de la
prima de emisión y de las operaciones descritas
en los puntos 3.o y 4.o de la letra a) anterior.
Se aplicará, en todo caso, este porcentaje a los
rendimientos que correspondan a valores o par-
ticipaciones adquiridas dentro de los dos meses
anteriores a la fecha en que aquéllos se hubieran
satisfecho cuando, con posterioridad a esta fecha,
dentro del mismo plazo, se produzca una trans-
misión de valores homogéneos. En caso de enti-
dades en transparencia fiscal, se aplicará este mis-
mo porcentaje por los contribuyentes cuando las
operaciones anteriormente descritas se realicen por
la entidad transparente.

En el caso de valores o participaciones no admi-
tidas a negociación en alguno de los mercados
secundarios oficiales de valores españoles, el plazo
previsto en el párrafo anterior será de un año.

Se aplicará, en todo caso, el porcentaje del 100
por 100 a los rendimientos que correspondan a
beneficios que hayan tributado a los tipos previstos
en el apartado 8 del artículo 26 de la Ley 43/1995,
de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Socieda-
des. A estos efectos, se considerará que los ren-
dimientos percibidos proceden en primer lugar de
dichos beneficios.»

Disposición transitoria única. Régimen de los miem-
bros del Consejo Rector de la Zona Especial Canaria.

En tanto no se proceda al nombramiento de la tota-
lidad de los miembros del Consejo Rector de la Zona
Especial Canaria, de conformidad con lo establecido en
esta Ley, los miembros del Consejo Rector designados
conforme a la legislación que se modifica continuarán
en el pleno ejercicio de las funciones que corresponden
a dicho órgano.

Disposición final primera. Adaptación de los órganos
de gobierno de la Zona Especial Canaria.

La adaptación de los órganos de gobierno de la Zona
Especial Canaria a lo establecido en esta Ley se producirá
en el plazo máximo de tres meses desde su entrada
en vigor.

Disposición final segunda. Habilitación normativa.

El Gobierno dictará cuantas disposiciones sean nece-
sarias para el desarrollo y aplicación de esta Ley.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto-ley entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dado en Madrid a 23 de junio de 2000.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

ANEXO

Lista de actividades

Actividades de producción, transformación, manipu-
lación y distribución al por mayor de mercancías:

Pesca. NACE B.
Industria de la alimentación, bebidas y tabaco. NACE

DA.
Industria de la confección y de la peletería. NACE

17.4, 17.5 17.6, 17 y 18.
Industria del cuero y calzado. NACE DC.
Industria del papel, edición, artes gráficas y repro-

ducción de soportes grabados. NACE DE.
Industria química. NACE 24.
Prefabricados para la construcción NACE 45.25,

45.3, 45.4, 20.2, 20.3, 25.2, 26.1, 26.2, 26.3, 26.4,
26.7, 24.3, 28.1, 28.2, 28.12, 28.63, 28.7 y 36.1.

Industria de la construcción de maquinaria y equipo
mecánico. NACE 29.

Industria de material y equipo eléctrico, electrónico
y óptico. NACE DL.

Fabricación de muebles; otras industrias manufactu-
reras. NACE 36.

Industria del reciclaje. NACE 37.
Comercio al por mayor e intermediarios del comercio.

NACE 50 y 51.

Actividades de servicios:
Transportes y actividades anexas. NACE I.
Actividades informáticas. NACE 72.
Servicios relacionados con la explotación de recursos

naturales y eliminación de residuos. NACE n.c.
Servicios relacionados con la investigación y el

desarrollo. NACE 73.
Otras actividades empresariales. NACE 74.
Servicios de formación especializada y posgrado.

80.3 y 80.4.

Los centros de coordinación y servicios intragrupo
se encuentran excluidos de las actividades de servicios
comprendidos en el grupo 74 de la NACE («Otras acti-
vidades empresariales»).

11833 REAL DECRETO-LEY 3/2000, de 23 de junio,
por el que se aprueban medidas fiscales
urgentes de estímulo al ahorro familiar y a
la pequeña y mediana empresa.

I

El presente Real Decreto-ley contiene una serie de
medidas fiscales de apoyo a las empresas y fomento
del ahorro y la inversión. En particular, afectan a la tri-
butación de las pequeñas y medianas empresas, al tra-
tamiento fiscal de las aportaciones a planes de pensiones
y al régimen tributario de las ganancias y pérdidas patri-
moniales.

Estas medidas de fomento resultan necesarias en la
actual coyuntura económica, para garantizar el creci-
miento estable de la economía española y evitar el aflo-
ramiento de presiones inflacionistas. La consecución de
este objetivo hace imprescindible, asimismo, la aplica-
ción de las medidas con carácter inmediato.

Además, el riesgo de que el anuncio de unas reformas
de esta naturaleza pueda provocar la paralización en
las decisiones de inversión, así como la necesidad de
que los ciudadanos conozcan con certeza y con la sufi-
ciente antelación las consecuencias fiscales que tendrán
dichas decisiones, exigen la utilización de la vía del Real
Decreto-ley, consiguiendo así que se produzcan sus efec-
tos de manera inmediata las medidas que a continuación
se describen.
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II

En primer lugar, se manifiesta una decidida apuesta
por el apoyo a las pequeñas y medianas empresas y
a las iniciativas de innovación e internacionalización
empresarial, como fórmula para mejorar su competiti-
vidad y, por lo tanto, como garantía de su supervivencia
en un entorno globalizado y rápidamente cambiante.

Por lo que se refiere a las medidas de apoyo a las
pequeñas y medianas empresas, que constituyen la ver-
dadera columna vertebral de nuestra economía y que
tanta importancia tienen en el crecimiento y la inno-
vación de la misma, en primer lugar se amplía signi-
ficativamente el ámbito de aplicación del régimen espe-
cial del Impuesto sobre Sociedades, con lo que un gran
número de empresas podrán disfrutar de los incentivos
fiscales allí establecidos y se mejora el régimen de la
reinversión de beneficios empresariales.

Por otra parte, habida cuenta de la importancia de
las nuevas tecnologías y con la voluntad de apoyar el
espíritu innovador y emprendedor de nuestras empresas,
se establece un incentivo fiscal para aquellas actuaciones
que tengan como objetivo mejorar su acceso y presencia
en Internet, así como el desarrollo del comercio elec-
trónico y la mejora, en general, de sus procesos mediante
la incorporación de tecnologías de la información y de
las comunicaciones.

Del mismo modo, mediante nuevos incentivos fiscales
en el Impuesto sobre Sociedades o mediante la mejora
de los existentes, se fomenta la formación del personal
en el uso de nuevas tecnologías, así como las inversiones
en innovación tecnológica de las empresas. En la misma
línea de apoyo a las nuevas empresas, emprendedoras
e innovadoras, hay que contemplar las mejoras en el
régimen del capital-riesgo, como fórmula para la finan-
ciación de iniciativas.

III

En lo que se refiere al tratamiento fiscal de las apor-
taciones a planes de pensiones, hay que recordar que
el fomento de los sistemas complementarios de previsión
social fue uno de los principales aspectos planteados
en el denominado Pacto de Toledo. En esta línea, el
presente Real Decreto-ley introduce mejoras en el régi-
men fiscal de los planes de pensiones y, consiguien-
temente, de las mutualidades de previsión social, como
seguidamente se expone:

En primer lugar, se realiza una elevación de los límites
generales de reducción en la base imponible por apor-
taciones a planes de pensiones y mutualidades de pre-
visión, así como de los aplicables en el caso de partícipes
de mayor edad y de personas con minusvalía.

En concreto, los límites generales se sitúan en
1.200.000 pesetas y el 25 por 100 de los rendimientos
netos del trabajo y de actividades económicas, lo que
implica una elevación del límite absoluto en 100.000
pesetas y del relativo en 5 puntos porcentuales. En el
caso de personas de mayor edad, se eleva el límite máxi-
mo de aportación en 300.000 pesetas y en 20 puntos
porcentuales, quedando situados, respectivamente, en
2.500.000 pesetas y el 40 por 100. Finalmente, en el
caso de personas con minusvalías, se eleva el límite abso-
luto en 300.000 pesetas, quedando situado en
2.500.000 pesetas.

En segundo lugar, se produce una extensión del régi-
men fiscal de los planes de pensiones a aquellos cón-
yuges que no trabajan fuera del hogar familiar. La medida
incorporada al proyecto implica un favorecimiento del
ahorro familiar y responde a una demanda social exis-
tente en la actualidad.

Al respecto, debe señalarse que los límites de reduc-
ción por aportaciones a planes de pensiones se aplican
sobre los rendimientos obtenidos individualmente por
cada contribuyente. Ello plantea el problema de la impo-
sibilidad de que efectúen aportaciones reducibles a pla-
nes de pensiones los cónyuges que no trabajan fuera
del hogar familiar, pese a que, en muchas ocasiones,
contribuyen, a través del trabajo doméstico, a la obten-
ción de rendimientos por parte del cónguye.

Con la modificación que se incorpora se permite que
las aportaciones efectuadas a los planes de pensiones
de que sean titulares los cónyuges que obtengan ren-
dimientos del trabajo y de actividades económicas infe-
riores a 1.200.000 pesetas, puedan ser objeto de reduc-
ción en la base imponible del otro cónyuge, con el límite
máximo de 300.000 pesetas anuales.

De manera coherente con las mejoras introducidas
en el régimen fiscal de los planes de pensiones, se mejora
la tributación de las prestaciones derivadas de seguros
de vida, aumentando los coeficientes reductores apli-
cables para la determinación del rendimiento neto
correspondiente.

IV

En lo que respecta al tratamiento en el Impuesto sobre
la Renta de las Personas Físicas de las ganancias y pér-
didas patrimoniales, en primer lugar se establece la inclu-
sión en la parte especial de la base imponible del impues-
to de aquéllas derivadas de la transmisión de elementos
patrimoniales adquiridos con más de un año de ante-
lación, lo que supone una rebaja del plazo de dos años
hasta ahora vigente.

La principal finalidad de esta medida radica en evitar
que la toma de decisiones de inversión por el ciudadano
se vea drásticamente condicionada por la influencia del
plazo previsto en la actual normativa. Efectivamente, el
mantenimiento de las inversiones durante más de dos
años para conseguir la aplicación del gravamen previsto
para este tipo de rentas puede resultar un plazo dema-
siado dilatado, por lo que su reducción contribuye a una
mayor eficiencia en las decisiones de inversión de los
particulares.

Al mismo tiempo, en línea con la rebaja impositiva
llevada a cabo por la Ley 40/1998, de 9 de diciembre,
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y
otras Normas Tributarias, se reduce el tiempo impositivo
aplicable a este tipo de rentas del 20 al 18 por 100,
equiparándolo así con el tipo mínimo al que se grava
la parte general de la base imponible. El fundamento
de esta medida es doble: Por una parte, contribuirá sin
duda a hacer más atractiva la alternativa del ahorro frente
al consumo y, por otra, asegurará que ningún contri-
buyente pueda ver sometidas las rentas que se integran
en la parte especial de la base imponible a un gravamen
superior al correspondiente a las que se integran en la
parte general de dicha base.

En coherencia con el nuevo tipo de gravamen, se
rebaja al 18 por 100 el porcentaje de retención aplicable
a las rentas obtenidas como consecuencia de las trans-
misiones o reembolsos de acciones o participaciones
en instituciones de inversión colectiva.

V

Con el objetivo de apoyar las iniciativas de interna-
cionalización de nuestras empresas, se modifica el régi-
men para evitar la doble imposición económica inter-
nacional por las actividades empresariales desarrolladas
en el extranjero a través de entidades filiales o por medio
de establecimientos permanentes situados en el extran-
jero. La aplicación del método de exención para estas
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rentas favorece la internacionalización de las empresas
españolas al mejorar su posición competitiva en el ámbi-
to internacional. No obstante, la modificación del régi-
men para evitar la doble imposición se acompaña de
medidas antiabuso que tratan de evitar la deslocalización
artificial de actividades empresariales.

Asimismo, se establece un nuevo incentivo fiscal en
el Impuesto sobre Sociedades que complementa las
medidas tendentes a favorecer la implantación de las
empresas españolas en el exterior, permitiendo diferir
el pago de dicho impuesto en aquellos casos en que
se realicen inversiones en el extranjero mediante la toma
de participaciones en el capital de sociedades no resi-
dentes que desarrollen actividades empresariales. En par-
ticular, se permite que el sujeto pasivo pueda reducir
su base imponible en el importe de la inversión realizada,
integrándose en la base imponible de los períodos impo-
sitivos posteriores el importe deducido.

VI

Por último, en este Real Decreto-ley se abordan otras
medidas también de gran trascendencia económica y
social.

En primer lugar, con el objetivo de culminar la reforma
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas en
lo que se refiere al tratamiento de la vivienda habitual
y teniendo en cuenta el carácter complementario de
aquel que debe tener el Impuesto sobre el Patrimonio,
se establece la exención en este último impuesto de
la vivienda habitual del contribuyente, al menos en la
medida en que su valor fiscal no exceda de 25.000.000
de pesetas.

En segundo lugar, se establece el régimen en el
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y en
el Impuesto sobre Sociedades del préstamo de valores,
con el objeto de facilitar la realización de estas ope-
raciones en los mercados financieros españoles.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en
el artículo 86 de la Constitución, y previa deliberación
del Consejo de Ministros en su reunión del día 23 de
junio de 2000,

D I S P O N G O :

TÍTULO I

Medidas relativas a las pequeñas y medianas
empresas y a las empresas innovadoras

Artículo primero. Ámbito de aplicación del régimen
especial de las empresas de reducida dimensión en
el Impuesto sobre Sociedades.

Con efectos para los períodos impositivos que se ini-
cien a partir de la entrada en vigor de este Real Decre-
to-ley, el artículo 122 de la Ley 43/1995, de 27 de
diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, queda redac-
tado de la siguiente manera:

«Artículo 122. Ámbito de aplicación: Cifra de
negocios.

1. Los incentivos fiscales establecidos en el
presente capítulo se aplicarán siempre que el impor-
te neto de la cifra de negocios habida en el período
impositivo inmediato anterior sea inferior a 3 millo-
nes de euros (499.158.000 pesetas).

2. Cuando la entidad fuere de nueva creación,
el importe de la cifra de negocios se referirá al

primer período impositivo en que se desarrolle efec-
tivamente la actividad. Si el período impositivo
inmediato anterior hubiere tenido una duración
inferior al año, o la actividad se hubiere desarrollado
durante un plazo también inferior, el importe neto
de la cifra de negocios se elevará al año.

3. Cuando la entidad forme parte de un grupo
de sociedades en el sentido del artículo 42 del
Código de Comercio, el importe neto de la cifra
de negocios se referirá al conjunto de entidades
pertenecientes a dicho grupo. Igualmente se apli-
cará este criterio cuando una persona física por
sí sola o conjuntamente con otras personas físicas
unidas por vínculos de parentesco en línea directa
o colateral, consanguínea o por afinidad, hasta el
segundo grado inclusive, se encuentren con rela-
ción a otras entidades de las que sean socios en
alguno de los casos a que se refiere el artículo 42
del Código de Comercio.

A los efectos de lo dispuesto en este apartado,
se entenderá que los casos del artículo 42 del Códi-
go de Comercio son los contemplados en la sec-
ción 1.a del capítulo primero de las normas para
la formulación de las cuentas anuales consolidadas,
aprobadas por el Real Decreto 1815/1991, de 20
de diciembre.»

Artículo segundo. Incentivos a la reinversión en empre-
sas de reducida dimensión.

Con efectos para los períodos impositivos que se ini-
cien a partir de la entrada en vigor del presente Real
Decreto-ley, el artículo 127 de la Ley 43/1995, de 27
de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, queda
redactado de la siguiente manera:

«Artículo 127. Amortización de elementos patri-
moniales objeto de reinversión.

1. Los elementos del inmovilizado material
afectos a explotaciones económicas en los que se
materialice la reinversión del importe total obtenido
en la transmisión onerosa de elementos del inmo-
vilizado material, también afectos a explotaciones
económicas, realizada en el período impositivo en
el que se cumplan las condiciones del artículo 122
de esta Ley, podrán amortizarse en función del coe-
ficiente que resulte de multiplicar por 3 el
coeficiente de amortización lineal máximo previsto
en las tablas de amortización oficialmente apro-
badas. La reinversión deberá realizarse dentro del
plazo al que se refiere el artículo 21.1 de esta Ley.

2. Cuando el importe invertido sea superior o
inferior al obtenido en la transmisión, la amorti-
zación a la que se refiere el apartado anterior se
aplicará sólo sobre el importe de dicha transmisión
que sea objeto de reinversión.

3. La deducción del exceso de cantidad amor-
tizable resultante de lo previsto en este artículo
respecto de la depreciación efectivamente habida,
no estará condicionada a su imputación contable
en la cuenta de pérdidas y ganancias.»

Artículo tercero. Deducción para el fomento del uso
de las nuevas tecnologías por las empresas de redu-
cida dimensión.

Con efectos para los períodos impositivos que se ini-
cien a partir de la entrada en vigor de este Real Decre-
to-ley, se añade un nuevo artículo 33 bis en la
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Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre
Sociedades, que queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 33 bis. Deducción para el fomento de
las tecnologías de la información y de la comu-
nicación.
1. Las entidades que cumplan los requisitos

establecidos en el artículo 122 de esta Ley tendrán
derecho a una deducción en la cuota íntegra del 10
por 100 del importe de las inversiones y de los
gastos del período relacionados con la mejora de
su capacidad de acceso y manejo de información
de transacciones comerciales a través de Internet,
así como con la mejora de sus procesos internos
mediante el uso de tecnologías de la información
y de la comunicación, que se especifican a con-
tinuación:

a) Acceso a Internet, que incluirá:
Adquisición de equipos y terminales, con su

“software” y periféricos asociados, para la conexión
a Internet y acceso a facilidades de correo elec-
trónico.

Adquisición de equipos de comunicaciones
específicos para conectar redes internas de orde-
nadores a Internet.

Instalación e implantación de dichos sistemas.
Formación del personal de la empresa para su uso.

b) Presencia en Internet, que incluirá:
Adquisición de equipos, con “software” y peri-

féricos asociados, para el desarrollo y publicación
de páginas y portales “Web”.

Realización de trabajos, internos o contratados
a terceros, para el diseño y desarrollo de páginas
y portales “Web”.

Instalación e implantación de dichos sistemas.
Formación del personal de la empresa para su uso.

c) Comercio electrónico, que incluirá:
Adquisición de equipos, con su “software” y peri-

féricos asociados, para la implantación de comercio
electrónico a través de Internet con las adecuadas
garantías de seguridad y confidencialidad de las
transacciones.

Adquisición de equipos, con su “software” y peri-
féricos asociados, para la implantación de comercio
electrónico a través de redes cerradas formadas
por agrupaciones de empresas clientes y provee-
dores.

Instalación e implantación de dichos sistemas.
Formación del personal de la empresa para su

uso.

d) Incorporación de las tecnologías de la infor-
mación y de las comunicaciones a los procesos
empresariales, que incluirá:

Adquisición de equipos y paquetes de “software”
específicos para la interconexión de ordenadores,
la integración de voz y datos y la creación de con-
figuraciones Intranet.

Adquisición de paquetes de “software” para apli-
caciones a procesos específicos de gestión, diseño
y producción.

Instalación e implantación de dichos sistemas.
Formación del personal de la empresa para su

uso.

2. Esta deducción será incompatible para las
mismas inversiones o gastos con las demás pre-
vistas en el presente capítulo. La parte de inversión
o del gasto financiada con subvenciones no dará
derecho a la deducción.»

Artículo cuarto. Deducción por gastos de formación
del personal en el uso de las nuevas tecnologías.

Con efectos para los períodos impositivos que se ini-
cien a partir de la entrada en vigor del presente Real
Decreto-ley, se añade un nuevo apartado 3 en el artí-
culo 36 de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del
Impuesto sobre Sociedades, con la siguiente redacción:

«3. La deducción también se aplicará por aque-
llos gastos efectuados por la entidad con la finalidad
de habituar a los empleados en la utilización de
nuevas tecnologías. Se incluyen entre dichos gas-
tos los realizados para financiar su conexión a Inter-
net y los equipos para el acceso a aquélla, incluso
cuando el uso de los mismos por los empleados
se pueda efectuar fuera del lugar y horario de tra-
bajo. Los gastos a que se refiere este apartado
tendrán la consideración, a efectos fiscales, de gas-
tos de formación de personal y no determinarán
la obtención de un rendimiento del trabajo para
el empleado.»

Artículo quinto. Modificación de la deducción por acti-
vidades de investigación científica e innovación tec-
nológica en el Impuesto sobre Sociedades.

Con efectos para los períodos impositivos que se ini-
cien a partir de la entrada en vigor de este Real Decre-
to-ley, el artículo 37 de la Ley 43/1995, de 27 de diciem-
bre, del Impuesto sobre Sociedades, queda redactado
de la siguiente manera:

«Artículo 37. Normas comunes a las deducciones
previstas en el presente capítulo.
1. Las deducciones previstas en el presente

capítulo se practicarán una vez realizadas las deduc-
ciones y bonificaciones de los capítulos II y III de
este título.

Las cantidades correspondientes al período
impositivo no deducidas podrán aplicarse en las
liquidaciones de los períodos impositivos que con-
cluyan en los cinco años inmediatos y sucesivos.
No obstante, las cantidades correspondientes a las
deducciones contempladas en los artículos 33 y
33 bis de esta Ley, podrán aplicarse en las liqui-
daciones de los períodos impositivos que concluyan
en los diez años inmediatos y sucesivos.

El cómputo de los plazos para la aplicación de
las deducciones previstas en el presente capítulo
podrá diferirse hasta el primer ejercicio en que, den-
tro del período de prescripción, se produzcan resul-
tados positivos, en los siguientes casos:

a) En las entidades de nueva creación.
b) En las entidades que saneen pérdidas de

ejercicios anteriores mediante la aportación efec-
tiva de nuevos recursos, sin que se considere como
tal la aplicación o capitalización de reservas.

El importe de las deducciones previstas en este
capítulo a las que se refiere el presente apartado,
aplicadas en el período impositivo, no podrán exce-
der conjuntamente del 35 por 100 de la cuota
íntegra minorada en las deducciones para evitar
la doble imposición interna e internacional y las
bonificaciones. No obstante, el límite se elevará
al 45 por 100 cuando el importe de la deducción
prevista en los artículos 33 y 33 bis, que corres-
pondan a gastos e inversiones efectuados en el
propio período impositivo, exceda del 10 por 100
de la cuota íntegra, minorada en las deducciones
para evitar la doble imposición interna e interna-
cional y las bonificaciones.
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2. Una misma inversión no podrá dar lugar a
la aplicación de la deducción en más de una enti-
dad.

3. Los elementos patrimoniales afectos a las
deducciones previstas en los artículos anteriores
deberán permanecer en funcionamiento durante
cinco años o durante su vida útil si fuere inferior.

Conjuntamente con la cuota correspondiente al
período impositivo en el que se manifieste el incum-
plimiento de este requisito, se ingresará la cantidad
deducida, además de los intereses de demora.»

Artículo sexto. Reducción a un año del plazo para la
bonificación de las plusvalías obtenidas por socieda-
des y fondos de capital-riesgo.

Con efectos para los períodos impositivos que se ini-
cien a partir de la entrada en vigor del presente Real
Decreto-ley, el artículo 69 de la Ley 43/1995, de 27
de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, queda
redactado de la siguiente manera:

«Artículo 69. Sociedades y fondos de capital-riesgo.
1. Las sociedades y fondos de capital-riesgo,

reguladas en la Ley 1/1999, de 5 de enero, regu-
ladora de las entidades de capital-riesgo y de sus
sociedades gestoras, disfrutarán de exención par-
cial por las rentas que obtengan en la transmisión
de acciones y participaciones en el capital de las
empresas, a que se refiere el artículo 2.1 de la
citada Ley, en que participen, según el año de trans-
misión computado desde el momento de la adqui-
sición. Dicha exención será del 99 por 100 a partir
del inicio del segundo año y hasta el duodécimo,
inclusive.

Excepcionalmente podrá admitirse una amplia-
ción de este último plazo hasta el decimoséptimo
año, inclusive. Reglamentariamente se determina-
rán los supuestos, condiciones y requisitos que
habilitan para dicha ampliación.

Con excepción del supuesto contemplado en el
párrafo anterior, en el primer año y a partir del
duodécimo no se aplicará la exención.

2. Los dividendos y, en general, las participa-
ciones en beneficios percibidos de las sociedades
que las sociedades y fondos de capital-riesgo pro-
muevan o fomenten disfrutarán de la deducción
prevista en el artículo 28.2 de esta Ley cualquiera
que sea el porcentaje de participación y el tiempo
de tenencia de las acciones o participaciones.

3. Los dividendos y, en general, las participa-
ciones en beneficios percibidos de las sociedades
y fondos de capital-riesgo disfrutarán de la deduc-
ción prevista en el artículo 28.2 de esta Ley cual-
quiera que sea el porcentaje de participación y el
tiempo de tenencia de las acciones o participacio-
nes.»

TÍTULO II

Medidas relativas a los planes de pensiones
y seguros de vida

Artículo séptimo. Elevación de los límites de reducción
en la base imponible del Impuesto sobre la Renta
de las Personas Físicas por aportaciones a planes
de pensiones. Extensión del régimen fiscal de los pla-
nes de pensiones a los cónyuges de los perceptores
de los rendimientos.

Se da nueva redacción al número 4.o y se añaden
dos nuevos números 5.o y 6.o al apartado 1 del artícu-

lo 46 de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impues-
to sobre la Renta de las Personas Físicas y otras Normas
Tributarias, en los siguientes términos:

«4.o Las aportaciones realizadas por los par-
tícipes en planes de pensiones, incluyendo las con-
tribuciones del promotor que les hubiesen sido
imputadas en concepto de rendimiento del trabajo.

5.o Como límite máximo conjunto de estas
reducciones se aplicará la menor de las cantidades
siguientes:

a) El 25 por 100 de la suma de los rendimien-
tos netos del trabajo y de actividades económicas
percibidos individualmente en el ejercicio.

A estos efectos, se considerarán rendimientos
de actividades económicas los imputados por las
sociedades transparentes reguladas en el artícu-
lo 75, apartado 1, letras b) y c), de la Ley 43/1995,
de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Socieda-
des, a sus socios que, efectivamente, ejerzan su
actividad a través de las mismas como profesio-
nales, artistas o deportistas.

No obstante, en el caso de partícipes mayores
de cincuenta y dos años, el porcentaje anterior será
el 40 por 100.

b) 1.200.000 pesetas (7.212,15 euros) anua-
les.

No obstante, en el caso de partícipes mayores
de cincuenta y dos años, el límite anterior se incre-
mentará en 100.000 pesetas (601,01 euros) adi-
cionales por cada año de edad del partícipe que
exceda de cincuenta y dos, fijándose en 2.500.000
pesetas (15.025,30 euros) para partícipes de
sesenta y cinco años o más.

6.o Además de las reducciones realizadas de
acuerdo con los límites anteriores, los contribuyen-
tes cuyo cónyuge obtenga rendimientos netos del
trabajo y de actividades económicas inferiores
a 1.200.000 pesetas (7.212,15 euros) podrán
reducir en la base imponible las aportaciones rea-
lizadas a planes de pensiones de los que sea par-
tícipe dicho cónyuge, con el límite máximo de
300.000 pesetas (1.803,04 euros) anuales.»

Artículo octavo. Elevación de los límites aplicables a
los planes de pensiones y mutualidades de previsión
social constituidos a favor de personas con minus-
valía.

Las cuantías de 1.100.000 pesetas (6.611,13 euros)
y 2.200.000 pesetas (13.222,27 euros) a las que se refiere
la disposición adicional decimoséptima de la
Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre
la Renta de las Personas Físicas y otras Normas Tributarias,
se elevan a 1.200.000 pesetas (7.212,15 euros) y
2.500.000 pesetas (15.025,30 euros), respectivamente.

Artículo noveno. Elevación de los límites de aportación
a planes de pensiones.

Se da nueva redacción al apartado 3 del artículo 5
de la Ley 8/1987, de 8 de junio, de Regulación de los
Planes y Fondos de Pensiones, que quedará redactado
en los siguientes términos:

«3. Las aportaciones anuales máximas a los
planes de pensiones reguladas en la presente Ley,
con inclusión, en su caso, de las que los promotores
de dichos planes imputan a los partícipes, no
podrán exceder, en ningún caso, de 1.200.000
pesetas (7.212,15 euros).
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No obstante, en el caso de partícipes mayores
de cincuenta y dos años a los que por su edad
dicha cantidad les resulta insuficiente, el límite ante-
rior se incrementará en 100.000 pesetas (601,01
euros) adicionales por cada año de edad del par-
tícipe que exceda de cincuenta y dos, fijándose
en 2.500.000 pesetas (15.025,30 euros) para par-
tícipes de sesenta y cinco años o más.

El límite máximo establecido en este apartado
se aplicará individualmente a cada partícipe inte-
grado en la unidad familiar.»

Artículo décimo. Elevación de los coeficientes reduc-
tores aplicables a los rendimientos derivados de con-
tratos de seguro de vida.

En los artículos 17.2, letras c) y d), y 24.2, letras b)
y c), de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas, los porcentajes
del 60 por 100 y del 70 por 100 pasan a ser, respec-
tivamente, del 65 por 100 y del 75 por 100.

TÍTULO III

Medidas relativas a las ganancias
y pérdidas patrimoniales

Artículo undécimo. Reducción a un año del plazo para
integrar las ganancias y pérdidas patrimoniales en
la parte especial de la base imponible.

El apartado 1 del artículo 39 de la Ley 40/1998,
de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas y otras Normas Tributarias, quedará
redactado como sigue:

«1. La parte especial de la base imponible esta-
rá constituida por el saldo positivo que resulte de
integrar y compensar exclusivamente entre sí, en
cada período impositivo, las ganancias y pérdidas
patrimoniales que se ponga de manifiesto con oca-
sión de transmisiones de elementos patrimoniales
adquiridos o de mejoras realizadas en los mismos,
con más de un año de antelación a la fecha de
transmisión o de derechos de suscripción que
correspondan a valores adquiridos, asimismo, con
la misma antelación.»

Artículo duodécimo. Reducción de los tipos de gra-
vamen especiales para la determinación de la cuota
íntegra estatal.

El artículo 53 de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre,
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y
otras Normas Tributarias, quedará redactado como
sigue:

«Artículo 53. Tipos de gravamen especiales.

1. La base liquidable especial se gravará al tipo
del 15,30 por 100.

2. La base liquidable especial de los contribu-
yentes a que se refiere el artículo 9, apartados 2
y 3 de esta Ley, se gravará al tipo del 18 por 100.»

Artículo decimotercero. Reducción de los tipos de gra-
vamen especiales para la determinación de la cuota
íntegra autonómica.

El artículo 63 de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre,
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y

otras Normas Tributarias, quedará redactado como
sigue:

«Artículo 63. Tipo de gravamen especial.
La base liquidable especial se gravará con el tipo

del 2,70 por 100.»

Artículo decimocuarto. Reducción del porcentaje de
retención y pago a cuenta aplicable a las rentas obte-
nidas como consecuencia de la transmisión o reem-
bolso de acciones o participaciones en instituciones
de inversión colectiva.

El porcentaje aplicable a las rentas obtenidas como
consecuencia de la transmisión o reembolso de acciones
o participaciones en instituciones de inversión colectiva,
para el cálculo de las retenciones y demás pagos a cuen-
ta del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas
o del Impuesto sobre Sociedades, será el 18 por 100.

Reglamentariamente podrá modificarse este porcen-
taje.

TÍTULO IV

Medidas de apoyo a la internacionalización
de las empresas

Artículo decimoquinto. Medidas para evitar la doble
imposición internacional en el Impuesto sobre Socie-
dades.

Con efectos para los períodos impositivos que se ini-
cien a partir de la entrada en vigor del presente Real
Decreto-ley, se incorporan dos nuevos artículos, 20 bis
y 20 ter, en la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del
Impuesto sobre Sociedades, con la siguiente redacción:

«Artículo 20 bis. Exención para evitar la doble impo-
sición económica internacional sobre dividendos
y plusvalías de fuente extranjera.
1. Estarán exentos los dividendos o participa-

ciones en beneficios de entidades no residentes
en territorio español, cuando se cumplan los
siguientes requisitos:

a) Que el porcentaje de participación, directa
o indirecta, en el capital o en los fondos propios
de la entidad no residente sea, al menos, del 5
por 100.

La participación correspondiente se deberá
poseer de manera ininterrumpida durante el año
anterior al día en que sea exigible el beneficio que
se distribuya o, en su defecto, se deberá mantener
posteriormente durante el tiempo necesario para
completar dicho plazo. Para el cómputo del plazo
se tendrá también en cuenta el período en que
la participación haya sido poseída ininterrumpida-
mente por otras entidades que reúnan las circuns-
tancias a que se refiere el artículo 42 del Código
de Comercio para formar parte del mismo grupo
de sociedades.

b) Que la entidad participada haya estado gra-
vada por un impuesto de naturaleza idéntica o aná-
loga a este Impuesto en el ejercicio en que se hayan
obtenido los beneficios que se reparten o en los
que se participa.

A estos efectos, se tendrán en cuenta aquellos
tributos extranjeros que hayan tenido por finalidad
la imposición de la renta obtenida por la entidad
participada, siquiera sea parcialmente, con inde-
pendencia de que el objeto del tributo lo constituya
la propia renta, los ingresos o cualquier otro ele-
mento indiciario de aquélla.
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Se presumirá cumplido este requisito, salvo prue-
ba en contrario, cuando la entidad participada sea
residente en un país con el que España tenga sus-
crito un convenio para evitar la doble imposición
internacional, que le sea de aplicación y que con-
tenga cláusula de intercambio de información.

c) Que los beneficios que se reparten o en los
que se participa procedan de la realización de acti-
vidades empresariales en el extranjero.

Sólo se considerará cumplido este requisito
cuando al menos el 85 por 100 de los ingresos
del ejercicio correspondan a:

a’) Rentas que se hayan obtenido en el extran-
jero y que no estén comprendidas entre aquellas
clases de renta a que se refiere el apartado 2 del
artículo 121 como susceptibles de ser incluidas
en la base imponible por aplicación del régimen
de transparencia fiscal internacional.

En ningún caso se aplicará lo dispuesto en este
artículo cuando la entidad participada que obtenga
esas rentas sea residente en un país o territorio
calificado reglamentariamente como paraíso fiscal.

En particular, a estos efectos, se considerarán
obtenidas en el extranjero las rentas procedentes
de las siguientes actividades:

Comercio al por mayor, cuando los bienes sean
puestos a disposición de los adquirentes en el país
o territorio en el que resida la entidad participada
o en cualquier otro país o territorio diferente del
español, siempre que las operaciones se efectúen
a través de la organización de medios personales
y materiales de que disponga la entidad participada.

Servicios, cuando sean utilizados en el país o
territorio en el que resida la entidad participada
o en cualquier otro país o territorio diferente del
español, siempre que se efectúen a través de la
organización de medios personales y materiales de
que disponga la entidad participada.

Crediticias y financieras, cuando los préstamos
y créditos sean otorgados a personas o entidades
residentes en el país o territorio en el que resida
la entidad participada o en cualquier otro país o
territorio diferente del español, siempre que las ope-
raciones se efectúen a través de la organización
de medios personales y materiales de que disponga
la entidad participada.

Aseguradoras y reaseguradoras, cuando los ries-
gos asegurados se encuentren en el país o territorio
en el que resida la entidad participada o en cual-
quier otro país o territorio diferente del español,
siempre que las mismas se efectúen a través de
la organización de medios personales y materiales
de que disponga la entidad participada.

b’) Dividendos o participaciones en beneficios
de otras entidades no residentes respecto de las
cuales el sujeto pasivo tenga el porcentaje de par-
ticipación previsto en la letra a), cuando los refe-
ridos beneficios cumplan los requisitos establecidos
en este apartado. Asimismo, ganancias derivadas
de la transmisión de la participación en dichas enti-
dades no residentes, cuando se cumplan los requi-
sitos del apartado siguiente.

No se integrará en la base imponible de la enti-
dad que percibe los dividendos la depreciación de
la participación derivada de la distribución de los
mismos, en los términos previstos en el apartado 5
del artículo 30 de esta Ley.

Para la aplicación de este artículo, en el caso
de distribución de reservas se atenderá a la desig-
nación contenida en el acuerdo social y, en su

defecto, se considerarán aplicadas las últimas can-
tidades abonadas a dichas reservas.

2. Estará exenta la renta positiva obtenida en
la transmisión de la participación en una entidad
no residente en territorio español, cuando se cum-
plan los requisitos establecidos en el apartado ante-
rior. El mismo régimen se aplicará a la renta obte-
nida en los supuestos de separación del socio o
disolución de la entidad.

Los requisitos previstos en las letras b) y c) debe-
rán cumplirse en todos y cada uno de los ejercicios
de tenecia de la participación. El requisito previsto
en la letra a) se entenderá referido al día en que
se produzca la transmisión.

No se aplicará la exención cuando el adquirente
resida en un país o territorio calificado reglamen-
tariamente como paraíso fiscal.

En los siguientes supuestos, la aplicación de la
exención tendrá las especialidades que se indican
a continuación:

a) Cuando el valor de mercado de las parti-
cipaciones en entidades residentes en territorio
español y de los activos situados en dicho territorio
que posea la entidad no residente, directa o indi-
rectamente, supere el 15 por 100 del valor de mer-
cado de sus activos totales.

En este supuesto, la exención se limitará a aque-
lla parte de la renta obtenida que se corresponda
con el incremento neto de los beneficios no dis-
tribuidos generados por la entidad participada
durante el tiempo de tenencia de la participación.

b) Cuando el sujeto pasivo hubiera efectuado
alguna corrección de valor sobre la participación
transmitida que hubiera resultado fiscalmente
deducible.

En este supuesto, la exención se limitará al exce-
so de la renta obtenida en la transmisión sobre
el importe de dicha corrección.

c) Cuando la participación en la entidad no resi-
dente haya sido adquirida a otra entidad que reúna
las circunstancias a que se refiere el artículo 42
del Código de Comercio para formar parte de un
mismo grupo de sociedades, se aplicarán las
siguientes especialidades:

a’) La renta negativa obtenida en la transmisión
de la participación en la entidad no residente, se
minorará en el importe de la renta positiva obtenida
en la transmisión de la misma participación a la
que se hubiera aplicado la exención.

b’) La renta positiva obtenida en la transmisión
de la participación en la entidad no residente será
gravada hasta el importe de las rentas negativas
obtenidas en transmisiones anteriores que se hubie-
sen integrado en la base imponible de este impues-
to.

3. No se aplicará el régimen previsto en este
artículo:

a) En aquellos períodos impositivos en los que
el sujeto pasivo tenga la consideración de sociedad
transparente.

b) A los dividendos o plusvalías en relación con
los cuales la entidad aplique la deducción estable-
cida en los artículos 29 ó 30 de esta Ley.

c) En relación con aquellas entidades filiales
que desarrollen su actividad en el extranjero con
la finalidad principal de disfrutar del régimen fiscal
previsto en el mismo. Se presumirá que concurre
dicha circunstancia cuando la misma actividad que
desarrolla la filial en el extranjero, en relación con
el mismo mercado, se hubiera desarrollado con
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anterioridad en España por otra entidad, que haya
cesado en la referida actividad y que guarde con
aquélla alguna de las relaciones a que se refiere
el artículo 42 del Código de Comercio, salvo que
se pruebe la existencia de otro motivo económico
válido.»

Artículo 20 ter. Exención de determinadas rentas
obtenidas en el extranjero a través de un esta-
blecimiento permanente.

1. Estarán exentas las rentas positivas obteni-
das en el extranjero a través de un establecimiento
permanente situado fuera del territorio español
cuando se cumplan los siguientes requisitos:

a) Que la renta del establecimiento permanen-
te proceda de la realización de actividades empre-
sariales en el extranjero, en los términos previstos
en la letra c) del apartado 1 del artículo 20 bis
de esta Ley.

b) Que la renta obtenida por el establecimiento
permanente haya sido gravada por un impuesto
de naturaleza idéntica o análoga a este impuesto,
en los términos del artículo anterior, y que no se
halle situado en un país o territorio calificado regla-
mentariamente como paraíso fiscal.

2. Cuando en anteriores períodos impositivos
el establecimiento permanente hubiera obtenido
rentas negativas netas que se hubieran integrado
en la base imponible de la entidad, la exención
prevista en este artículo sólo se aplicará a las rentas
positivas obtenidas con posterioridad a partir del
momento en que superen la cuantía de dichas ren-
tas negativas.

3. A estos efectos, se considerará que una enti-
dad opera mediante un establecimiento permanente
en el extranjero cuando, por cualquier título,
disponga fuera del territorio español, de forma con-
tinuada o habitual, de instalaciones o lugares de
trabajo en los que realice todo o parte de su acti-
vidad. En particular, se entenderá que constituyen
establecimientos permanentes aquellos a que se
refiere la letra a) del apartado 1 del artículo 12
de la Ley 41/1998, de 9 de diciembre, del Impues-
to sobre la Renta de No Residentes.

4. No se aplicará el régimen previsto en este
artículo cuando se den, respecto del sujeto pasivo
o de las rentas obtenidas en el extranjero, las cir-
cunstancias previstas en el último apartado del
artículo anterior. La opción a que se refiere la letra b)
de dicho apartado se ejercerá por cada estable-
cimiento situado fuera del territorio español, incluso
en el caso de que existan varios en el territorio
de un solo país.»

Artículo decimosexto. Ampliación del plazo para el
cómputo de las deducciones para evitar la doble impo-
sición internacional.

Con efectos para los períodos impositivos que se ini-
cien a partir de la entrada en vigor del presente Real
Decreto-ley, el plazo de siete años a que se refieren los
artículos 29, apartado 4, y 30, apartado 4, de la Ley
43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Socie-
dades, pasa a ser de diez años.

Artículo decimoséptimo. Deducción en el Impuesto
sobre Sociedades por implantación de empresas en el
extranjero.

Con efectos para los períodos impositivos que se ini-
cien a partir de la entrada en vigor del presente Real

Decreto-ley, se añade un nuevo artículo, 20 quater, en
la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre
Sociedades, con la siguiente redacción:

«Artículo 20 quater. Deducción por inversiones
para la implantación de empresas en el extran-
jero.

1. Será deducible en la base imponible el
importe de las inversiones efectivamente realiza-
das en el ejercicio para la adquisición de partici-
paciones en los fondos propios de sociedades no
residentes en territorio español que permitan alcan-
zar la mayoría de los derechos de voto en ellas,
siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

a) Que la sociedad participada desarrolle acti-
vidades empresariales en el extranjero, en los tér-
minos establecidos en la letra c) del apartado 1
del artículo 20 bis de esta Ley. No cabrá la deduc-
ción cuando la actividad principal de la entidad par-
ticipada sea inmobiliaria, financiera o de seguros,
ni cuando consista en la prestación de servicios
a entidades vinculadas residentes en territorio
español.

b) Que las actividades desarrolladas por la
sociedad participada no se hagan ejercido ante-
riormente bajo otra titularidad.

c) Que la sociedad participada no resida en el
territorio de la Unión Europea ni en alguno de los
territorios o países calificados reglamentariamente
como paraíso fiscal.

Esta deducción no estará condicionada a su
implantación contable en la cuenta de pérdidas y
ganancias.

2. El importe máximo anual de la deducción
será de 5.000 millones de pesetas, sin exceder
del 25 por 100 de la base imponible del período
impositivo previa al cómputo de aquélla.

El importe de la deducción se reducirá en la cuan-
tía de la depreciación del valor de la participación
tenida en las sociedades no residentes que haya
sido fiscalmente deducible.

El importe deducido en la base imponible no
dará derecho a la deducción establecida en el
artículo 34 de esta Ley.

3. Las cantidades deducidas se integrarán en
la base imponible, por partes iguales, en los perío-
dos impositivos que concluyan en los cuatro años
siguientes. Si en alguno de estos períodos impo-
sitivos se produjese la depreciación del valor de
la participación en aquellas sociedades, se integrará
en la base imponible del mismo, además, el importe
de dicha depreciación que haya sido fiscalmente
deducible, hasta completar la cuantía de la deduc-
ción.

El grado de participación y los demás requisitos
exigidos para la deducción deberán cumplirse
durante al menos cuatro años. Si no fuese así, en
el período impositivo en que se produzca el incum-
plimiento se integrará en la base imponible la tota-
lidad de la cantidad deducida que estuviese pen-
diente de dicha integración.

4. Lo dispuesto en este artículo no será de apli-
cación en relación con aquellas entidades filiales
que desarrollen su actividad en el extranjero con
la finalidad principal de disfrutar de la deducción
prevista en el mismo. Se presumirá que concurre
dicha circunstancia cuando la misma actividad que
desarrolla la filial en el extranjero, en relación con
el mismo mercado, se hubiera desarrollado con ante-
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rioridad en España por otra entidad que haya cesado
en dicha actividad y que guarde con aquélla alguna
de las relaciones a que se refiere el artículo 42
del Código de Comercio, salvo que se pruebe la
existencia de otro motivo económico válido.»

Artículo decimoctavo. Modificación del régimen de las
entidades de tenencia de valores extranjeros.

Con efectos para los períodos impositivos que se ini-
cien a partir de la entrada en vigor del presente Real
Decreto-ley, los artículos 129 a 132 de la Ley 43/1995,
de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades,
quedarán redactados de la siguiente manera:

«CAPÍTULO XIV

Régimen de las entidades de tenencia de valores
extranjeros

Artículo 129. Entidades de tenencia de valores
extranjeros.

1. Podrán acogerse al régimen previsto en este
capítulo las entidades cuyo objeto social compren-
da la actividad de gestión y administración de valo-
res representativos de los fondos propios de enti-
dades no residentes en territorio español, mediante
la correspondiente organización de medios mate-
riales y personales.

Los valores representativos de las participacio-
nes en el capital de dichas entidades deberán ser
nominativos. Las sociedades transparentes no
podrán disfrutar del régimen de este capítulo.

2. La opción por el régimen de las entidades
de tenencia de valores extranjeros deberá comu-
nicarse al Ministerio de Hacienda. El régimen se
aplicará desde aquel período impositivo que finalice
con posterioridad a dicha comunicación.

Artículo 130. Rentas derivadas de la tenencia de
valores representativos de los fondos propios de
entidades no residentes en territorio español.

Estarán exentos los dividendos o participaciones
en beneficios de entidades no residentes en terri-
torio español, así como las rentas positivas deri-
vadas de la transmisión de la participación corres-
pondiente, en las condiciones y con los requisitos
previstos en el artículo 20 bis de esta Ley.

A los efectos de aplicar la exención, el requisito
de participación mínima a que se refiere la letra a)
del apartado 1 del artículo 20 bis se considerará
cumplido cuando el valor de adquisición de la par-
ticipación sea superior a 6 millones de euros
(998.316.000 pesetas).

Artículo 131. Distribución de beneficios. Transmi-
sión de la participación.

1. Los beneficios distribuidos con cargo a las
rentas exentas a que se refiere el artículo anterior
recibirán el siguiente tratamiento:

a) Cuando el perceptor sea una entidad sujeta
a este Impuesto, los beneficios percibidos darán dere-
cho a la deducción por doble imposición de divi-
dendos en los términos establecidos en el artículo 28
de esta Ley.

b) Cuando el perceptor sea contribuyente del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, el
beneficio distribuido no dará derecho a la deducción
por doble imposición de dividendos, pero se podrá

aplicar la deducción por doble imposición interna-
cional en los términos previstos en el artículo 67
de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas, respecto de
los impuestos pagados en el extranjero por la entidad
de tenencia de valores y que correspondan a las
rentas exentas que hayan contribuido a la formación
de los beneficios percibidos.

c) Cuando el perceptor sea una entidad o per-
sona física no residente en territorio español, el
beneficio distribuido no se entenderá obtenido en
territorio español. Cuando se trate de un estable-
cimiento permanente situado en territorio español,
se aplicará lo dispuesto en la letra a). La distribución
de la prima de emisión tendrá el tratamiento pre-
visto en esta letra para la distribución de beneficios.

A estos efectos, se entenderá que el primer bene-
ficio distribuido procede de rentas exentas.

2. Las rentas obtenidas en la transmisión de
la participación en la entidad de tenencia de valores
o en los supuestos de separación del socio o liqui-
dación de la entidad, recibirán el siguiente trata-
miento:

a) Cuando el perceptor sea una entidad sujeta
a este Impuesto o un establecimiento permanente
situado en territorio español, podrá aplicar la exen-
ción prevista en el artículo 20 bis de esta Ley, en
relación con las diferencias de valor imputables a
las participaciones en entidades no residentes que
cumplan los requisitos a que se refiere el apartado 1
de dicho artículo, y el resto de la renta obtenida
dará derecho a la deducción por doble imposición
interna de plusvalías, en los términos establecidos
en el artículo 28 de esta Ley.

b) Cuando el perceptor sea una entidad o per-
sona física no residente en territorio español, no se
entenderá obtenida en territorio español la renta que
se corresponda con las reservas dotadas con cargo
a las rentas exentas a que se refiere el artículo 20
bis o con diferencias de valor imputables a las par-
ticipaciones en entidades no residentes que cumplan
los requisitos a que se refiere el apartado 1 de dicho
artículo.

3. La entidad de tenencia de valores deberá
mencionar en la memoria el importe de las rentas
exentas y los impuestos pagados en el extranjero
correspondientes a la mismas, y facilitar a sus
socios la información necesaria para que éstos pue-
dan cumplir lo previsto en los apartados anteriores.

4. Lo dispuesto en la letra c) del apartado 1
y en la letra b) del apartado 2 de este artículo no
se aplicará cuando el perceptor de la renta resida
en un país o territorio calificado reglamentariamen-
te como paraíso fiscal.

Artículo 132. Aplicación de este régimen.

1. El disfrute del régimen estará condicionado
al cumplimiento de los supuestos de hecho rela-
tivos al mismo, que deberán ser probados por el
sujeto pasivo a requerimiento de la Administración
tributaria.

2. Las aportaciones no dinerarias de los valores
representativos de los fondos propios de entidades
no residentes en territorio español disfrutarán del
régimen previsto en el artículo 108 de esta Ley,
cualquiera que sea el porcentaje de participación
en la entidad de tenencia de valores que dichas
aportaciones confieran, siempre que las rentas deri-
vadas de dichos valores puedan disfrutar del régi-
men establecido en el artículo 20 bis de esta Ley.»
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Artículo decimonoveno. Consultas tributarias en rela-
ción con el régimen de las entidades de tenencia
de valores extranjeros.

Se incorpora una nueva letra g) en el apartado 4
del artículo 107 de la Ley 230/1963, de 28 de diciem-
bre, General Tributaria, con la siguiente redacción:

«g) Interpretación y aplicación del régimen
establecido para las entidades de tenencia de valo-
res extranjeros en la Ley del Impuesto sobre Socie-
dades.»

Artículo vigésimo. Exención en el Impuesto sobre la
Renta de las Personas Físicas para los rendimientos
percibidos por trabajos realizados en el extranjero.

Con efectos para los períodos impositivos que se ini-
cien a partir de la entrada en vigor del presente Real
Decreto-ley, la letra p) del artículo 7 de la Ley 40/1998,
de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas y otras Normas Tributarias, queda redac-
tada como sigue:

«p) Los rendimientos del trabajo percibidos por
trabajos efectivamente realizados en el extranjero,
con los siguientes requisitos:

1.o Que dichos trabajos se realicen para una
empresa no residente en España o un estableci-
miento permanente radicado en el extranjero.

2.o Que en el territorio en que se realicen los
trabajos se aplique un impuesto de naturaleza idén-
tica o análoga a la de este impuesto y no se trate
de un país o territorio que haya sido calificado regla-
mentariamente como paraíso fiscal.

La exención tendrá un límite máximo de
10.000.000 de pesetas anuales (60.101,21 euros).
Reglamentariamente podrá modificarse dicho
importe.

La presente exención será incompatible, para los
contribuyentes destinados en el extranjero, con el
régimen de excesos excluidos de tributación pre-
visto en el artículo 8.A.3.b) del Reglamento de este
Impuesto, aprobado por Real Decreto 214/1999,
de 5 de febrero, cualquiera que sea su importe.
El contribuyente podrá optar por la aplicación del
régimen de excesos en sustitución de esta exen-
ción.»

Artículo vigésimo primero. Opción por tributar por
obligación personal en el Impuesto sobre el Patrimo-
nio de los trabajadores desplazados al extranjero.

La letra a) del apartado 1 del artículo 5 de la Ley
19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patri-
monio, queda redactada de la siguiente manera:

«a) Por obligación personal, las personas físicas
que tengan su residencia habitual en territorio espa-
ñol, exigiéndose el Impuesto por la totalidad de
su patrimonio neto con independencia del lugar
donde se encuentren situados los bienes o puedan
ejercitarse los derechos.

Cuando un residente en territorio español pase
a tener su residencia en otro país podrán optar
por seguir tributando por obligación personal en
España. La opción deberá ejercitarla mediante la
presentación de la declaración por obligación per-
sonal en el primer ejercicio en el que hubiera dejado
de ser residente en el territorio español.»

Disposición adicional primera. Exención de la vivienda
habitual en el Impuesto sobre el Patrimonio.

1. Se añade un nuevo número 9 al artículo 4.o de
la Ley 19/1991, de 6 de junio, con el siguiente con-
tenido:

«Nueve. La vivienda habitual del contribuyente,
según se define en el artículo 55.1.3.o de la Ley
40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre
la Renta de las Personas Físicas, hasta un importe
máximo de 25.000.000 de pesetas (150.253,03
euros).»

2. Se añade un nuevo número 3 al artículo 25 de
la Ley 19/1991, de 6 de junio, con el siguiente con-
tenido:

«3. En ningún caso serán objeto de deducción
las deudas contraídas para la adquisición de bienes
o derechos exentos. Cuando la exención sea par-
cial, será deducible, en su caso, la parte propor-
cional de las deudas.»

Disposición adicional segunda. Régimen fiscal en el
Impuesto sobre Sociedades y en el Impuesto sobre
la Renta de las Personas Físicas de determinados prés-
tamos de valores.

En los términos que reglamentariamente se deter-
minen, no darán lugar a alteraciones de patrimonio, en
el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o
en el Impuesto sobre Sociedades correspondiente al
prestamista, las operaciones de préstamo de valores que
cumplan los requisitos establecidos en el artículo 36.7
de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de
Valores, y en su normativa de desarrollo.

Disposición adicional tercera. Transmisiones entre
cónyuges para efectuar aportaciones a planes de pen-
siones de acuerdo con el artículo 46.1.6.o de la Ley
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

Las transmisiones entre cónyuges que se produzcan
como consecuencia de lo establecido en el artículo
46.1.6.o de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y otras
Normas Tributarias, no estarán sujetas al Impuesto sobre
Sucesiones y Donaciones hasta el límite previsto en el
citado precepto.

Disposición transitoria primera. Régimen aplicable a
las minusvalías pendientes de compensar en el
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, gene-
radas entre uno y dos años.

Las pérdidas patrimoniales netas a que se refiere el
artículo 38, letra b), de la Ley 40/1998, de 9 de diciem-
bre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas
y otras Normas Tributarias, correspondientes al período
impositivo 1999 que se encuentren pendientes de com-
pensación a 1 de enero de 2000 y que se hubieran
puesto de manifiesto con ocasión de la transmisión de
elementos patrimoniales adquiridos o de mejoras rea-
lizadas en los mismos, con más de un año y hasta dos
años de antelación a la fecha de transmisión, continuarán
compensándose de acuerdo con lo previsto en el citado
artículo 38, letra b).

Disposición transitoria segunda. Deducciones pen-
dientes de aplicar procedentes de los artículos 29
bis y 30 bis de la Ley del Impuesto sobre Sociedades.

Las deduciones a las que se refieren los artículos 29
bis y 30 bis de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre,
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del Impuesto sobre Sociedades, pendientes de practicar
tras la finalización del período impositivo en curso a la
entrada en vigor de este Real Decreto-ley, se deducirán
en los períodos impositivos concluidos con posterioridad
a dicha fecha en las condiciones y requisitos previstos
en los mismos.

Disposición transitoria tercera. Adaptación al nuevo
régimen de las entidades de tenencia de valores
extranjeros.

1. Las entidades que a la entrada en vigor de este
Real Decreto-ley tuvieran concedido el régimen de las
entidades de tenencia de valores extranjeros podrán
renunciar a aplicar el régimen del capítulo XIV del título
VIII de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto
sobre Sociedades, en los términos establecidos por este
Real Decreto-ley, comunicándolo al Ministerio de Hacien-
da antes de que finalice el primer período impositivo
que concluya después de su entrada en vigor.

2. La conversión en nominativos de los valores
representativos de las participaciones en el capital de
las entidades que a la entrada en vigor de este Real
Decreto-ley tuvieran concedido el régimen de las enti-
dades de tenencia de valores extranjeros deberá rea-
lizarse dentro del primer período impositivo en el que
sea de aplicación el nuevo régimen.

Disposición derogatoria primera. Derogación de los
artículos 29 bis y 30 bis de la Ley del Impuesto sobre
Sociedades.

Con efectos a partir de 1 de enero de 2001, quedan
derogados los artículos 29 bis y 30 bis de la Ley
43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Socie-
dades.

No obstante, será de aplicación lo previsto en los
citados artículos para determinar la deducción sobre las
rentas correspondientes a períodos impositivos iniciados
antes de la entrada en vigor del presente Real Decre-
to-ley, aun cuando se obtenga con posterioridad a dicha
fecha.

Disposición final primera. Desarrollo reglamentario.

Se faculta al Gobierno para dictar cuantas disposi-
ciones sean necesarias para el desarrollo y ejecución
de la presente Ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto-ley entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dado en Madrid a 23 de junio de 2000.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

11834 REAL DECRETO-LEY 4/2000, de 23 de junio,
de Medidas Urgentes de Liberalización en el
Sector Inmobiliario y Transportes.

La evolución positiva de la economía española, en
la que han tenido especial incidencia las medidas libe-
ralizadoras acordadas por el Gobierno, hace necesario
seguir avanzando en el proceso de liberalización para
mantener el ritmo de crecimiento económico. Por otra
parte, la interdependencia de las economías, al introducir

ciertos elementos de comportamiento imprevisible que
pueden repercutir desfavorablemente en la evolución
positiva producida hasta ahora en la economía española,
obliga también a adoptar ciertas medidas que eviten
efectos indeseables.

Por ello, este Real Decreto-ley, en el marco de un
conjunto de medidas de naturaleza estructural que con
carácter de urgencia adopta el Gobierno, a fin de evitar
la aparición de desequilibrios macroeconómicos que
amenacen la estabilidad y el proceso expansivo de nues-
tra economía, se centran, sin perder su condición de
medidas integrantes de la política unitaria del Gobierno,
en los sectores de la competencia del Ministerio de
Fomento. Su objetivo fundamental es incidir de forma
inmediata en el comportamiento de los distintos agentes
económicos para estimular la competencia, conseguir
una mejor asignación de los recursos y, en definitiva,
influir positivamente sobre el nivel de precios.

Las medidas, por tanto, que se contienen en este
Real Decreto-ley se proyectan sobre una serie de sec-
tores básicos de la esfera de actuación del Ministerio
de Fomento, como son el sector inmobiliario y el de
los transportes, incluyendo el suministro de hidrocarbu-
ros a los buques en los puertos para favorecer la com-
petencia entre las empresas suministradoras.

Por lo que respecta al sector inmobiliario, las medidas
que se adoptan pretenden corregir las rigideces adver-
tidas en el mercado como consecuencia del fuerte cre-
cimiento de la demanda y la incidencia en los productos
inmobiliarios del precio del suelo, condicionada a su vez
por la escasez de suelo urbanizable. En consecuencia,
la reforma que se introduce habrá de incrementar la
oferta del suelo al eliminar aquellas previsiones norma-
tivas en vigor que por su falta de flexibilidad pudieran
limitarla, trasladando este efecto positivo al precio final
de los bienes inmobiliarios.

Por otra parte, y en lo que concierne también al refe-
rido sector, el Real Decreto-ley pretende clarificar la situa-
ción actual del ejercicio de la actividad de intermediación
inmobiliaria que se encuentra afectada por la falta de
una jurisprudencia unánime que reconozca que dicha
actividad no está reservada a ningún colectivo singular
de profesionales.

En relación con el sector de los transportes, las medi-
das que se contienen en el Real Decreto-ley están lla-
madas a actuar sobre el régimen concesional de los
servicios regulares de viajeros por carretera, reduciendo
los plazos de las concesiones, a fin de que la evolución
de la economía en general y del sector en su conjunto
repercutan con carácter inmediato en la prestación del
servicio. Esta reducción de plazos permitirá una mayor
secuencia en la adjudicación de las concesiones con
el consiguiente incremento de la competencia.

Por otra parte, y en la misma línea de fomento de
la competencia, se suprime, en el ámbito portuario, cual-
quier obstáculo de carácter formal que pueda suponer
una restricción en el suministro de productos petrolíferos
a los buques, con la positiva repercusión en los precios
que de ello ha de derivarse.

El conjunto de estas medidas tiene su apoyo cons-
titucional en el artículo 149.1.13.a, que otorga al Estado
competencia exclusiva sobre las bases y coordinación
de la planificación general de la actividad económica;
en el artículo 149.1.1.a, que prevé la competencia estatal
para la regulación de las condiciones básicas que garan-
ticen la igualdad en el ejercicio de los derechos y en
el cumplimiento de los deberes constitucionales, en rela-
ción con el artículo 33 de la Constitución; en el artículo
149.1.18.a, sobre procedimiento administrativo común,
y en la competencia estatal sobre los puertos de interés
general y sobre los transportes terrestres que transcurran
por el territorio de más de una Comunidad Autónoma,
a que se refiere el artículo 149.1.20.a y 21.a


